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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
9268 Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 

2018.

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I

Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en 
la Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en 
el ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que 
se añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones 
que guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o 
los criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más 
fácil interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de 
la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no 
resulta determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de 
su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma, preceptos de carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 
una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del Estado y con 
las exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2018 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la 
doctrina del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.

Al no haber sido presentado ante el Congreso de los Diputados el Anteproyecto de Ley 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018 por parte del Gobierno al menos 
tres meses antes de la expiración de los correspondientes al ejercicio 2017, tal y como 
establece el artículo 134.3 CE, ha resultado de aplicación en toda su extensión el 
artículo 134.4 de la Constitución, que señala que «si la Ley de Presupuestos no se 
aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán cv
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de que la persona demandante de empleo incremente sus posibilidades de inserción 
y/o de mejora de su situación en el mercado laboral. 

La búsqueda activa de empleo se acreditará por el beneficiario de la prestación 
o subsidio por desempleo ante el servicio público de empleo competente, que 
deberá conservar la justificación documental aportada para su posterior fiscalización 
y seguimiento. 

La comunicación de la búsqueda activa de empleo se realizará por los servicios 
públicos de empleo competentes a través de medios electrónicos, siendo el cauce 
adecuado el Sistema de Información de los Servicios Públicos de Empleo (SISPE), 
conforme a lo regulado en el artículo 12, dentro del marco de los Acuerdos o 
Protocolos de actuación establecidos en la Conferencia Sectorial de Empleo y 
Asuntos Laborales. Por acuerdo del Comité de Dirección del SISPE se fijarán las 
condiciones de la acreditación del compromiso de actividad y su certificación, 
formalizándose dicho acuerdo mediante Resolución del Director General del Servicio 
Público de Empleo Estatal.»

Disposición final trigésima sexta. Modificación de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, 
del Sector Ferroviario.

A partir del primer día del mes siguiente a la fecha de entrada en vigor de la presente 
Ley y vigencia indefinida, se modifica la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del Sector 
Ferroviario, de la siguiente forma:

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 99 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, 
del Sector Ferroviario, que queda redactado como sigue:

«2. Las distintas modalidades de los cánones podrán ser objeto de liquidación 
individualizada o conjunta, para un mismo sujeto pasivo y periodo.»

El resto del artículo permanece con la misma redacción.

Dos. Se añade un cuarto párrafo a la disposición transitoria primera, punto 2, de la 
Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del Sector Ferroviario, con el siguiente texto:

«Los servicios de transporte ferroviario de viajeros con finalidad prioritariamente 
turística se consideraran tipo de servicio VL1 del artículo 97 de la Ley.»

El resto de la disposición permanece con la misma redacción.

Disposición final trigésima séptima. Modificación de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida, se modifica el 
primer inciso del segundo párrafo del apartado a) del apartado Ocho de la disposición final 
décima de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
párrafo que queda redactado de la siguiente manera:

«En el caso de las compañías marítimas, presentarán las liquidaciones en el 
transcurso de los dos meses siguientes al periodo reglamentario de liquidación, 
salvo autorización expresa de la Dirección General de la Marina Mercante por 
razones excepcionales. Estas liquidaciones podrán contener aquellos embarques 
bonificados en los seis meses anteriores que no hayan podido ser incluidos, por 
causas justificadas, en los ficheros de liquidaciones pasadas.»

El resto de apartados permanece con la misma redacción.
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